2.

En la Ciudad de Dolores, a los 23 días del mes de junio del año dos mil nueve, reunida la Excma. Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial de este Departamento Judicial, en Acuerdo Ordinario, con el objeto de dictar sentencia en causa Nº 87.986, caratulada: "DE LA TORRE JUAN MANUEL C/ HUMARAN DE TRIGO MARIA CRISTINA Y OTRO S/ DAÑOS Y PERJUICIOS", habiendo resultado del pertinente sorteo (arts. 263, CPCC; 168 de la Const. Pcial.), que los Señores Jueces debían votar según el siguiente orden: Doctores María R. Dabadie, Silvana Regina Canale y Francisco Agustín Hankovits.-

      El Tribunal resolvió plantear y votar las siguientes:

-------------------C U E S T I O N E S --------------

      1a.) ¿Es justa la sentencia apelada?

      2a.) ¿Qué pronunciamiento corresponde dictar?

---------------------V O T A C I O N -----------------

-------A LA PRIMERA CUESTION LA DOCTORA DABADIE DIJO:--

       1. En la sentencia definitiva dictada respecto del proceso sumario de daños y  perjuicios  –Expediente 

                                                 //////

////// nº 14.465/04- y del sumario especial de desalojo y daños y perjuicios –Expediente nº 14.398/04- que como consecuencia de una relación contractual de naturaleza agraria uniera a las partes (fs. 628/668 de la causa nº 87.986) correspondiente a los expedientes nº 14.465/04 y 14.398/04 del Juzgado de Paz Letrado de Chascomús, se ha dispuesto: 1) rechazar la demanda de daños y perjuicios incoada por Juan Manuel De la Torre en contra de María Cristina Humarán de Trigo y Claudio Trigo, con costas al vencido; 2) hacer lugar a la demanda de desalojo y daños y perjuicios, interpuesta por Claudio Trigo contra Juan Manuel de la Torre, convertir la tenencia provisoria de inmueble otorgada en la causa “TRIGO, Claudio c/ DE LA TORRE, Juan Manuel s/ MEDIDA CAUTELAR”; 3) Condenar a Juan Manuel DE LA TORRE al pago de la suma equivalente a 86.920 kgs. de carne de la categoría terneros/as de 170 kgs., con más la tasa activa de interés del Banco de la Provincia de Buenos Aires desde el 01-01-2004 a la fecha de pago 8fs. 667 vta.) e imposición de costas; 4) rechazar el pago de la  multa que prevé el art. 39 ley 13.246; y 5) 

                                                 //////

////// diferir la regulación de honorarios de los profesionales intervinientes para su oportunidad. (fs. 668 y vta.)

       Apeló la parte demandada –Trigo- a fs. 673 recurso que se apoya en la expresión de agravios agregada a fs. 735/737; respondidos por la actora –de la Torre- a fs. 741/742. A su tiempo hizo lo propio este último (fs. 678),  hubo de fundar su queja a fs. 687/720 que mereció responde de su contraria a fs. 723/734. (arts. 254, 255, 260 CPCC)


  2. El origen de la controversia se remonta a la relación contractual de naturaleza agraria, conforme las partes se trató de una aparcería pecuaria que tuvo lugar entre Juan Manuel De la Torre y Claudio Trigo, resultando el primero dador y el segundo aparcero.

       El conflicto que nació en aquel contrato se evidenció en la promoción de diversas acciones, que para un mejor entendimiento de la cuestión traída a mi conocimiento he de identificarlos en este tramo por su temporalidad, atento la acumulación dispuesta a fs. 127, que no obstante haberse realizado de modo deficitario  atento  la época en que fueron presentados 

                                                 //////

////// los respondes por los accionados (fs. 41 vta., fs. 112, conf. art. 189), parámetro éste que adquiere relevancia pues no obran en la causa las cédulas de traslado de demanda que son de estilo. Por otra parte entiendo que si bien correspondía ordenar la acumulación a pedido de parte (fs. 180/185, causa “Medidas Cautelares”) se advierte mala técnica judicial al sustanciar los procesos en uno sólo, cuando lo aconsejable era hacer que continuaran su trámite de modo autónomo atento la complejidad y proliferación probatoria, para concluir con el dictado de sentencia única tal como lo dispone el art. 194 CPCC.

       Las causas en que las partes han debatido su conflicto son y tengo a la vista:

       a. “DE LA TORRE, Juan Manuel s/ MEDIDA CAUTELAR”, Expte. 14.376, iniciado 13-04-2004. Aquí el actor solicitó una medida cautelar consistente en la designación de un interventor judicial a fin de fiscalizar un contrato de capitalización de hacienda vacuna a porcentaje de procreos en el establecimiento “La Negrita”, hubo de dirigir la acción contra María Cristina Humarán  de  Trigo y  Claudio Trigo. La misión 

                                                 //////

////// requerida al interventor consistía en: fijar fecha y hora de vacunación antiaftosa, aclarar respecto de 110 terneros que la señora Humarán registrara a su nombre ante el SENASA en la vacunación del 26-11-2003, realizar un inventario total de la hacienda vacuna existente en aquel predio con marcas “El mate” o “La pava”, en síntesis medidas todas tendientes a establecer el estado de los vacunos y su cantidad.

       b. “TRIGO, Claudio c/ DE LA TORRE, Juan Manuel s/ DESALOJO y DAÑOS Y PERJUICIOS (rural)”, Epte. 14.398, iniciado 22-04-2004. Persiguió el actor mediante la promoción de esta causa la conclusión del contrato de aparcería pecuaria de cría o capitalización de reproducción, o aparcería pura o simple, conjuntamente pretendió el desalojo y daños y perjuicios; estos últimos no fueron debidamente nominados (fs. 77 vta.) como así tampoco cuantificados ni al menos estimados, como petición se agregó la aplicación de la multa prevista en el art. 39 de la ley 13.246.

       c. “DE LA TORRE, Juan Manuel c/ HUMARAN de TRIGO,  María  Cristina  y  TRIGO,  Claudio s/ DAÑOS  Y 

                                                 //////

////// PERJUICIOS”, Expte. 14.465. El dador de la Torre pretendió a su tiempo se lo indemnizara por daño moral y lucro cesante, con soporte en el incumplimiento del contrato por parte del aparcero.

       d. “TRIGO, Claudio c/ DE LA TORRE, Juan Manuel s/ MEDIDA CAUTELAR”, Expte. nº 16.648/2007. El aparcero Trigo y su cónyuge Humarán de Trigo solicitan la entrega de la fracción de campo afectada a la aparcería.

       Respecto de las postulaciones y respondes de las causas indicadas, nada agregaré toda vez que la sentencia de grado es por demás ilustrativa en sus resultandos, se puede afirmar que se trata de la copia de aquellas con desatención del art. 163 inc. 3 del CPCC cuando refiere a “la relación sucinta de las cuestiones que constituyen el objeto del pleito”.


3. Por su parte, el demandado Trigo, al contestar los agravios traídos por De la Torre, procura la declaración de deserción del recurso interpuesto, a ese fin señala que su contraria ha abusado de la dialéctica reiterando una y más veces los mismos argumentos con los  cuales  debatía  el  proceso  en   sus   demandas, 

                                                 //////

////// contestaciones, traslados, etc. sin analizar y contraponer los medios probatorios objetivos que pudieren descalificar las conclusiones del a quo (fs. 723 punto A). 

       Esta petición obliga con carácter previo a entrar en el análisis de los agravios de la parte impugnante, corresponde que dé respuesta a la denuncia de insuficiencia del recurso, propuesta por el demandado (SCBA, Ac. C. 85.339, "Menéndez”, sent. 19-9-07); toda vez que, de prosperar, cierra la suerte del embate recursivo (SCBA, Ac. C. 92.588, "López”, sent. 31-10-07).

       En mi criterio, la expresión de agravios de la parte actora es muestra de una meritoria actividad por revertir el decisorio en crisis, que ha superado el examen de admisibilidad -efectuado con un criterio amplio de apreciación- pues si bien es cierto que remarca la pretensión puesta de manifiesto al deducir la acción, al contestar la demanda que se promoviera en su contra y otras presentaciones, al señalar una serie de eventuales yerros en la aplicación de la doctrina judicial  que  resolvería  la  cuestión,  y al intentar 

                                                 //////

////// demostrar como la cuestión resultó erróneamente decidida; no lo es menos que ha realizado un análisis pormenorizado, no obstante que en algunos tramos resulta reiterativo, de la prueba producida en autos con crítica a la valoración que realizara el sentenciante. No es menor el hecho de la dificultosa lectura y escasez de hilo argumental de la sentencia en crisis, circunstancias que deben quedar expuestas. Todo ello resulta más que suficiente para abrir la competencia de esta Alzada (esta Cámara, causa 85.745, entre otras).

       Sin perjuicio de lo dicho no puede olvidarse que la competencia revisora del Tribunal se encuentra circunscripta al tratamiento de aquellos ataques concretos y razonados vertidos, demostrativos –en sustento de las constancias del proceso- de la sinrazón del Juzgador, es decir, en función de los agravios técnicos, idónea y suficientemente expuestos (arts. 260, 261, 266, 272 del CPCC), de donde es lógico concluir que todas aquellas consideraciones del Magistrado sentenciante que hayan servido de fundamento a su decisión  que  no hayan sido atacadas debidamente, 

                                                //////

////// devienen firmes e irrevisables para el Tribunal de Alzada, más allá del mayor o menor grado de acierto o error con que este se hubiere conducido. (S.C.B.A., Acs. 43.416, 43.697, entre otros)

       4. Por razones de buen método, he de aplicarme de entrada al análisis de la queja traída a esta alzada por el actor en el proceso de daños y perjuicios, Juan Manuel de la Torre.


  Si bien la expresión de agravios del actor se estructura sobre casi tantos agravios cuantos puntos de tratamiento hubo de realizar el sentenciante de grado, la queja medular se refiere a la valoración probatoria que aquel efectuara para establecer los términos de la relación contractual que uniera a las partes, frente a la inexistencia de instrumento escrito que pudiera sustentarla de modo claro, como consecuencia se duele respecto del plazo anual que se fijó para aquella vinculación, el porcentaje del 50% y tiempos de distribución de los procreos, critica la falta de valoración de hechos como las diversas conductas del accionado que le habrían perjudicado, el levantamiento de  los  toros;  por  último  la  existencia de daños y 

                                                 //////

////// perjuicios a favor de Trigo y Humarán de Trigo, tal como los estableció el Dr. Quintín. Se agravia por la imposición de costas; solicita se revoque la sentencia en su integridad.

       En breve raconto ante la pretensión actora de ser indemnizada por los daños y perjuicios que le causara la rescisión del contrato que lo unía con el demandado Trigo, desestimada por el juez de grado; éste promovió acción de rescisión contractual, desalojo del predio propiedad de su cónyuge y daños y perjuicios causados por el uso de aquel, ante la ocupación por los animales propiedad de De la Torre que a su entender superaba el término por el que se había celebrado contrato. No debe perderse de vista, que el cruce de pretensiones resarcitorias hubo de principiar al tiempo en que el actor de la Torre solicitó como medida precautoria la designación de un Interventor Fiscalizador para relevar el estado de los vacunos, su cantidad y calidad (Expte. 14.376/2004); sin dejar de lado el frondoso intercambio epistolar que las precediera (fs. 55/69).

       Asimismo  se  debe  dejar  sentado   que   ambos 

                                                 //////

////// litigantes afirman haber celebrado un contrato nominado, contrato agrario de aparcería pecuaria con rigor y precisión terminológica; ello en razón de que ninguna de las partes se agravia de ese nomen iuris que fuera establecido en la instancia de origen  (fs. 660 líneas 15 a 21) sumado a la afirmación que el recurrente de la Torre efectúa a fs. 687 Punto I y el accionado Trigo hace en su responde (fs. 731 punto b.10.1. Otra cuestión que adviene firme a esta revisión, es el hecho constituido por la inexistencia de contrato por escrito entre las partes; encontrándose depositado el meollo del sub judice en las obligaciones tanto del dador cuanto del aparcero, vale decir que no se ha de juzgar como se verá más adelante acerca de la prueba de la existencia del contrato de aparcería pecuaria sino de las cláusulas a las que los aquí contradictores sujetaron aquel, en otras palabras se discuten los términos de la relación negocial que las uniera.

       a. Contrato agrario de aparcería pecuaria. Prueba del contrato. Instrumentación. Término.

       Referir  a  la prueba del contrato presupone una 

                                                 //////

////// diferencia de criterios, puntos de vista encontrados, un conflicto de intereses, una disputa o entuerto; que como en el caso de marras ha sido judicializado. Por su parte, probar es demostrar en juicio: sea la existencia del negocio, sean las obligaciones nacidas de él o el contenido de las presentaciones. La actividad probatoria se ha de dirigir a convencer al juez; es éste el destinatario de la prueba y quien juzga acerca de su credibilidad, su poder de convicción, como también hubo de decir sobre la base de la sana crítica. (art. 384 CPCC)  

       La ley 13.246 modificada por la ley 22.298 regula las relaciones contractuales de naturaleza agraria, así en sus arts. 21 a 28 se refiere a las aparcerías mientras que en los arts. 34 a 38 lo hace respecto de las pecuarias.

       De allí que las partes del contrato de aparcería pecuaria se obliguen una a entregar a otra animales, con el objeto de repartirse los frutos; así el aparcero dador entrega animales y el aparcero tomador un predio, de su propiedad o no. En la causa que se estudia, el actor de la  Torre  hizo  entrega  de  una  cantidad de 

                                                 //////

////// animales vacunos a Trigo, quien aportó el predio rural propiedad de su cónyuge, constituyendo la contraprestación el reparto proporcional de los procreos. Siguiendo a Ricardo L. Lorenzetti en su obra “Tratado de los contratos”, estaríamos ante un contrato parciario que es una modalidad de contrato asociativo.

       El art. 40 ley 13.246 (t.o. ley 22.298) prescribe que los contratos a que hace referencia esa ley deberán redactarse por escrito, sin diferenciar como lo hacía la antigua redacción respecto de que el instrumento fuera público o privado, en caso de omisión de esa formalidad y ante la posibilidad de probanza de su existencia de acuerdo con las disposiciones generales, se lo debe considerar encuadrado en los preceptos de la ley y amparado por los beneficios de ella.

       Siguiendo este hilo las formas pueden exigirse con carácter de solemnidad (absoluta o relativa), o como meros requisitos de prueba. La consecuencia de su inobservancia es, en los casos de solemnidades absolutas, la nulidad del contrato, en las solemnidades relativas,  su  no  acatamiento produce la “conversión” 

                                                 //////

////// del acto en fuente de una obligación de hacer, y con ello se obvia la nulidad; la no observancia de las formas ad probationem ocasiona una dificultad o imposibilidad de prueba, pero no complica la nulidad del contrato, tal el sub examine.

       Por su parte el art. 41 establece un orden de principios interpretativos de los contratos referidos en aquella ley, fijándose que deberán serlo en primer término conforme esa norma especial, luego conforme lo convenido por las partes, en su defecto por lo prescripto en las normas del Código Civil en especial las relativas a la locación y por último según los usos y costumbres.

       Aquí se advierte la primera y grave desinterpretación del iudex a quo ya que ante la inexistencia de contrato instrumentado por escrito, desatendió la prioridad interpretativa de las conductas de los contratantes, en tanto se debió juzgar de conformidad con la ley vigente en la materia en primer término y en último por los usos y costumbres locales, más aún, deja de lado el principio de imperatividad que tienen  las  leyes   que   no   han   sido   declaradas 

                                                 //////

////// inconstitucionales en cuanto se involucre la materia federal por la Corte Suprema Nacional, en virtud del orden público que aquellas conllevan, como lo expresa de modo puntual el art. 1 segundo párrafo de la ley que rige los arrendamientos y aparcerías rurales acerca de la que vengo refiriéndome. (art. 1 del Cód. Civil y 31 Const. Nacional) 

       Ello así en tanto a fs. 647 punto 1º in fine sujeta la determinación judicial de los términos contractuales a las probanzas de la causa exclusivamente, dejando de lado como he dicho la ley especial que rige la materia, máxime cuando esta prevé en forma expresa la situación que se trae a revisión.

       Merece en este tramo de la argumentación hacer referencia a la relevancia que en el casus tiene el tipo de contrato celebrado, su denominación y falta de instrumentación, en razón de que tanto de la Torre cuanto Trigo, resultan ser abogados de profesión; por lo que debieron extremar con celo mayor sus conductas contractuales pues han vigorizado con ellas el conocido refrán “en casa de herrero cuchillo de palo”. La desatención  en  la  celebración de un contrato agrario 

                                                 //////

////// puede permitírsele al hombre de campo que aún prioriza la palabra empeñada pero en ningún momento abandona el sendero de los usos y costumbres locales, a quien no se le puede exigir el conocimiento de la letra de la ley; mas no a dos advocatus que han estado a derecho con sendos patricios letrados, y debieron haber cuidado los recaudos en su calidad de conocedores de las normas y estudiosos de ellas. (ppio. art. 902 Cód. Civil)

       Ante la relación contractual in verbis, ya se considere que la instrumentación del contrato por escrito se trate de una forma ad solemnitaten o ad probationem, lo decisivo es que cuando se está frente a aquel tipo de contrato, el ordenamiento jurídico le confiere un efecto limitadísimo, pues queda reducido al plazo mínimo legal, no producirá sus efectos propios o los que los celebrantes intentaron darle, sino los que sólo la ley le asigna.

       Siguiendo este derrotero legal el art. 22 establece como aplicables a las aparcerías entre otros el art. 4 que refiere al plazo mínimo del contrato de arrendamiento;  por  lo  que  el  plazo  mínimo  de  un 

                                                 //////

////// contrato de aparcería será de modo inexorable de tres años, término al que la modificación establecida por la ley 22.298 exige su cumplimiento por ambas partes, a mayor claridad tanto el dador cuanto el aparcero se encuentran sujetos a ese plazo, extremo que reviste un carácter esencialmente social, yendo de la mano de los principios de bilateralidad y conmutativo. (ROSSINI-VITOLO, Nuevo régimen de arrendamientos y aparcerías rurales, pág. 39 y sgts., Ed. Abaco, Bs. As. 1981)

       En nuestro derecho la aparcería viene a coincidir con la aparcería simple del derecho francés, en la que conforme el art. 1604 del Código Civil francés se establece que se trata de un contrato por el cual se da a otro animales para guardar, alimentar y cuidar, con la condición de que el aparcero se beneficiará con la mitad de las crías, y que soportará la mitad de las pérdidas.

       Frente a lo hasta aquí dicho no tengo duda que se trata de una aparcería pecuaria simple, que ante la inexistencia de contrato escrito debe sujetarse en cuanto  a  su  plazo de cumplimiento, al término mínimo 

                                                 //////

////// que la ley 13.246 (mod. ley 22.298) establece en tres (3) años. Resulta inatendible prueba alguna que intenten hacer valer las partes en su contra, pues ha de caer ante el principio de orden público que enuncia la voz del legislador, que torna las leyes indisponibles por sus destinatarios. Las leyes de orden público son irrenunciables, resultan aplicables de oficio por los jueces y acarrean la nulidad de las convenciones particulares que pretendan dejar sin efecto lo establecido por una norma de tal naturaleza. (art. 1 seg. Párr. ley 13.246; SCBA, I 1985 S 26-5-2005; I 1912 S 19-9-2007)

       El orden público implica un conjunto de principios de orden superior, políticos, económicos, morales y algunas veces religiosos a los que se considera estrechamente ligadas la existencia y la conservación de la sociedad. Limita la autonomía de la voluntad y a él deben acomodarse las leyes y la conducta de los particulares.

       En razón del plazo a que se sujeta el contrato de aparcería pecuaria, teniendo en consideración que su comienzo se   produjo  en  el mes de diciembre de 2002, 

                                                 //////

////// respecto de esta fecha se encuentran contestes las partes y la cuestión arriba firme a esta instancia, debía finiquitar en forma inexorable en el año 2005 y no como lo fija el sentenciante siguiendo el rumbo que impone el aparcero, en el mes de enero de 2004 (fs. 676). Respecto del día exacto en que los semovientes ingresaron al campo de Trigo, se han de tener en consideración los principios generales sentados en los arts. 23 y sgts. del Código Civil, por lo que tendré por fecha de inicio de la relación contractual la denunciada por de la Torre –02-12-2002- en razón de no resultar negada por Trigo, por lo que el fin del contrato advino el día 30-11-2005.

       No obstante ello y como se argumentará en el acápite siguiente en razón de los ciclos biológicos que se debían cumplir de conformidad con el ingreso de los animales, su estado, entore, destete y distribución de frutos (crías); el contrato se debió prolongar por seis meses más puesto que el último ciclo biológico-productivo no finiquitava a fines del año 2005 sino a mediados del 2006, mayo-junio, con las tareas de destete y comercialización de los procreos. En cuanto a 

                                                 //////

////// este concepto es certero el magistrado de la instancia de origen (fs. 664 vta./665) mas no es feliz como dije el plazo por el que reconoció la existencia de la aparcería en claro desconocimiento de la vigencia del principio de orden público a su respecto.

       Además resulta cuestión relevante, en sustento de la pretensión del dador, que el campo denominado “La Negrita” de 450 has., de las que aproximadamente 400 has. fueron afectadas a la aparcería, según los dichos del interventor Gibelli (fs. 328) resulta un campo de la zona plenamente idóneo para la cría vacuna por tiempo indeterminado, en su experiencia que el campo soporta bien una carga de 0,60% vaca por hectárea; de allí que se puedan trabajar entre 240 y 250 madres, cantidad esta que aportó el dador. A esta apreciación de experiencia se debe agregar la del perito Mendiburu (fs. 557/560) que señala en el punto 1) “El predio se encuentra en una zona bien definida de cría vacuna, de modo que llevando adelante el manejo adecuado es posible desarrollar una aparcería pecuaria de cría, de mediano o largo plazo” y en el 3) aduna “En este tipo de campos, con manejo adecuado, es razonable establecer 

                                                 //////

////// una receptividad de 60 vacas cada 100 hectáreas de superficie. ...”.

       Reafirma lo señalado que avala la celebración de un contrato de aparcería pecuaria por el plazo mínimo que establece la ley que rige la materia el perito veterinario Dr. Fortunato B. Iseas (fs. 514/515), experticia que junto a la del ingeniero agrónomo que referí en forma precedente me merecen confiabilidad absoluta de conformidad con el art. 474 CPCC. Esta experticia señala también que la receptividad del campo, que es apto para la cría de hacienda vacuna, es de 60 vacas cada 100 has. mediando un manejo adecuado. 

       Conforme la legislación vigente y argumentación fundada en hechos probados, si mi opinión adviene compartida, el contrato in verbis que aquí se revisa principió el 02-12-2002 y finalizó el 30-06-2006.

       b. Valoración probatoria. Hechos alegados y debidamente probados.

       En este tramo he de establecer aquellos extremos que ante la verbalidad del contrato de conformidad con la ley especial que rige la materia resultan disponibles  por las partes. Ante la formulación de los 

                                                 //////

////// agravios, me referiré de modo puntual el porcentaje de distribución de las crías, la raza de la hacienda dada en aparcería, los períodos de gestación y servicios, y la reposición de vientres. A esos fines resulta vital meritar la prueba producida en la causa y los usos y costumbres que iluminan este tipo de negocio agrario.
       i. Cantidad y calidad de animales ingresados al predio. Distribución de procreos. Ciclos biológicos.

       i.a. Con relación a la cantidad de animales bovinos ingresados al predio en el mes de diciembre de 2002 no sólo no disiente el apelante con lo dicho por el sentenciante sino que el accionado Trigo tampoco lo hace, por ello adviene firme a esta instancia que el dador aportó doscientas (200) madres con terneros al pie de entre tres y cuatro meses, como así que para el primer ciclo, que se produciría como consecuencia de la aparcería, período gestacional y distributivo inclusive, los vientres habían ascendido a doscientos cincuenta y dos (252). Esta cantidad se debía mantener durante todo el curso del contrato y ser la que el dador debió retirar del predio rural a su finalización.

                                                 //////

////// Este último número queda absolutamente probado no sólo con lo manifestado por las partes sino por el testigo Humarán (fs. 419/420) de profesión veterinario, quien al realizar tacto rectal al plantel en el mes de junio de 2003 da cuenta de haberlo hecho sobre aquella cantidad de 252 hembras en edad reproductiva. El testigo merece la más absoluta credibilidad puesto que no sólo fue propuesto e interrogado por ambas partes sino que no fue tildado de carente de idoneidad. (art. 456 CPCC)

       También ha de tenerse presente que se encuentra probado en forma acabada que de la Torre repuso las vacas viejas o vacías que se detectaron, extremo este que emerge de los dichos del testigo Crubellier (fs. 401/408) que reviste las características supra señaladas que hacen confiables sus manifestaciones. El nombrado a fs. 402 dice que “en julio de dos mil tres salieron cincuenta y pico sesenta vacas viejas y vacías” y agrega “ si se repusieron”, todo ello en referencia a la reposición de vientres. Por su parte el testigo Dotti, que se desempeñaba como empleado de Trigo( fs. 395/397) corrobora aquellos dichos en cuanto 

                                                 //////

////// a la cantidad de hacienda que ingresó –vacas con ternero al pie- a fines del año 2002 y principios de 2003, como así que entre los animales había algunos con medio diente o menos de medio diente.

       Respecto de la raza de los semovientes ha quedado probado con los dichos de los tres testigos nombrados que gozan de absoluta idoneidad, que se trataba de animales cruza; pampa, colorada, negra (ver fs. 113/117 de las Medidas Cautelares). Si bien las partes discurrieron durante la tramitación del proceso afirmando el dador que se trataba de bovinos de raza tipo británica y el aparcero que debían serlo de raza británica, de las señaladas pruebas el dador entregó animales de raza tipo británica, conocida como “cruza” conforme los usos y costumbres del campo.

       No se advierte que durante el primer año de relación negocial y mediando distribución de procreos en el mes de junio de 2003, el aparcero Trigo hubiere cuestionado de modo fehaciente la dación de aquel tipo de vacunos se presume que existió un consentimiento tácito respecto de la raza de los animales dados en aparcería  (arts.  1145  y 1146 Cód. Civil), por lo que 

                                                 //////

////// asiste razón al recurrente en este tramo de su queja. 

       Por su parte del informe del interventor fiscalizador designado en el expediente de Medidas Cautelares, señor Gibelli, se desprende que al día 12-06-2004 la existencia total de hacienda en el campo propiedad de la señora Humarán de Trigo conocido como “La Negrita” era de 250 vacas, 240 terneros y 12 toros; resulta dable concluir en que el rodeo durante los distintos ciclos biológicos fue de 250 vientres excepto el que entró nacido al campo en diciembre de 2002 que como quedó dicho fue de 200 madres con sus crías al pie y 12 toros. 

       i.b. Respecto de la distribución de los procreos de los diferentes ciclos reproductivos que se debían cumplir en forma íntegra en el plazo del contrato de aparcería simple, se advierte que no es materia de agravio toda vez que tanto de la Torre cuanto Trigo están contestes en que lo sea por mitades conforme lo establece la ley de la materia como regla general.

       Si, resulta materia de revisión la distribución de  los terneros que ingresaron con tres o cuatro meses 

                                                 //////

////// de edad en el mes de diciembre de 2002.

       Ha quedado probado que estos terneros fueron distribuidos en el mes de junio de 2003, vale decir con aproximadamente nueve meses de vida, edad posible y de estilo para la comercialización. Prueba de que la propietaria del campo y su esposo el aparcero recibieron su porcentaje de estos procreos es que en forma contemporánea (20-06-2003) vendió la señora Humarán de Trigo por intermedio de “Lalor S.A.” la cantidad de 64 terneros (ver informe de fs. 268).

       Atento la cantidad indicada (64 procreos) atendiendo a que habían ingresado 200 madres con sus crías al pie, sin mucho esfuerzo se advierte que la distribución no se realizó por mitades sino por un porcentaje aproximado al 35%, tal como lo pretende el dador, de la Torre.

       Se ha formado en mi pleno convencimiento que asiste razón al recurrente en cuanto a aquel porcentaje de distribución aplicable, repito, sólo a los terneros que ingresaron nacidos al predio; por las siguientes razones, que resultan admitidas por la ley que rige la materia.

                                                 //////

////// a) Resulta de toda lógica y aún de Perogrullo, que si las vacas ingresaron con sus crías al pie de tres o cuatro meses de vida y completaron el ciclo de nueve meses para su venta, en modo alguno puede realizarse el acto de liquidación en igual medida que si las crías hubieran nacido en el predio del aparcero y completado en él su total desarrollo.

       b) Respecto del instrumento denominado por las partes el “Fax al Dr. Iriarte” en el que en forma manuscrita en su margen se lee “Dic.02 Mayo03 –abarcados con una llave- 35%” (fs. 9 del expte. de Medidas Cautelares) en referencia a la cláusula tercera de un esbozo de contrato que habrían negociado en forma contemporánea las partes en referencia a la distribución de procreos, sumado a la formulación del Dr. Trigo a fs. 602 en el que en forma expresa dijo “... Respecto del documento consignado en el punto 1, (fax al Dr. R. Iriarte) la letra que se atribuye ha sido expresamente reconocida por el suscripto al contestar la demanda y al responder sobre la autenticidad de la documentación indicada en el escrito 

                                                 //////

////// de contestación de demanda del Dr. de la Torre. No ha sido reconocido su contenido...”, no obstante resultar en apariencia contradictoria entiendo que no lo es. 

       No existe contradicción en razón de que si se reconoce la autoría de una grafía no puede desconocerse el contenido del instrumento sin haberse probado la existencia de algún vicio de la voluntad invalidante de aquella pertenencia, más aún que el proyecto de contrato que refleja el fax era para cumplir a partir del mes de noviembre de 2002 aproximadamente (cláusula primera), por lo que resulta contemporáneo con el efectivo ingreso de los semovientes al campo de Trigo.

       Alega el quejoso en su favor que este instrumento debe ser considerado como principio de prueba por escrito respecto del contrato verbal que lo unió con su aparcero; comparto esta posición. 

       El art. 1192 del Código Civil al referirse a la imposibilidad de presentar prueba por escrito del contrato alegado, norma acerca de los instrumentos que se constituyen en principio de prueba por escrito de aquel.  El  documento  ha de valer como indicio y puede 

                                                 //////

////// ser de cualquier tipo, haber emanado del propio interesado o de un tercero interesado, que traduce una conexión inequívoca, directa y necesaria, entre lo que allí se expresa y el contrato que se quiere demostrar; con estos límites sumados a la excepcionalidad he de meritar el instrumento bajo análisis. Más aún se ha dicho que “el principio de prueba por escrito consiste en cualquier manifestación del adversario comprobada en el juicio que haga verosímil el hecho exigido; debe dar al contrario una seria apariencia de verdad; no requiere firma ni que haya sido escrito personalmente por el adversario; basta que sea la expresión consciente de la voluntad de la persona de quien emana”. (CN Com., Sala B, 18/12/86, JA, 1987-IV-50)

       c) En último término he de decir que las Actas de Vacunación extendidas por la Fundación de Lucha Antiaftosa, resultan instrumentos públicos, por lo que su modificación resulta a todas luces imposible mediante una simple nota explicativa como la que luce a fs. 468/469 ya que al pie de aquellas se lee con claridad “... declaro bajo juramento que los datos consignados  son  verídicos,  bajo  lo prescripto en el 

                                                 //////

////// artículo 293 del Código Penal”. De allí que si se persigue una modificación o aclaración debe mediar la redargución de falsedad correspondiente debidamente probada (fs. 213/215 y fs. 548/549), circunstancia que no se da en la causa respecto  de ninguna de las Actas de Vacunación agregadas.

       El convencimiento al que hube de aludir se refiere al conformado sobre la base de indicios que relacionados entre sí, que por su carácter grave, precisión y concordancia, constituyen presunción judicial. (art. 163 inc. 5 CPCC)

       En el sendero de la  prueba presuncional, en virtud de la importancia que este medio probatorio tiene la materia bajo revisión, he de precisar que las presunciones hominis o presunciones simples son un conjunto de razonamientos o argumentaciones mediante las cuales, a partir de hechos conocidos, se concluye afirmando otros desconocidos; no es un medio de prueba sensu stricto, sino más bien un procedimiento de prueba consistente en inferir, a partir de un hecho probado (indicio) y de una regla de expediente, la existencia de  un   hecho  desconocido.  El   resultado   de   ese 

                                                 //////

////// procedimiento, es un razonamiento enderezado a probar (indirectamente) la existencia de ciertos hechos, estas mal llamados presunciones se han presentado tradicionalmente como los elementos que soportan la convicción del juez en relación con esos hechos, identificado en el proceso civil con la sana crítica.(GASCON ABELLAN, M., Los hechos en el derecho. Bases argumentales de la prueba., pag. 152, Ed. Marcial Pons, Madrid, 2004) 

       Doy así por probado que la partición de los procreos que ingresaran al pie de sus madres en diciembre de 2002, hecho que se concretó en junio de 2003, resulta ajustado realizarla en un 35% para el aparcero –Trigo- y un 65% para el dador –De la Torre-; por lo que habiéndose concretado bajo esta modalidad nada tienen que reclamarse entre sí los nombrados por este concepto.

       i.c. En cuanto a los ciclos biológicos que se debían cumplir durante el decurso de la relación, tengo convicción que se trataba de tres (3) toda vez que el contrato debió tener una temporalidad mínima de tres (3)  años   y   el   ganado  vacuno  tiene  un  período 

                                                 //////

////// gestacional de nueve meses (testigo Irulegui, fs. 392, pregunta nº 9).

       Como consecuencia del contrato de aparcería bajo revisión, se completó sólo un ciclo biológico el correspondiente al año 2003 al tiempo en que dedujo la acción; muestra de ello es que se realizó tacto rectal a las vacas en el mes de junio de ese año conforme lo testimonió el veterinario Humarán, y  los procreos que debían ser distribuidos en el mes de junio de 2004 (segundo informe del interventor fiscalizador) fueron vendidos como novillitos y vaquillonas en el mes de diciembre de 2004, atento las divergencias existentes entre las partes. Por su parte los correspondientes al segundo ciclo biológico, fueron vendidos el 14 de junio de 2004, mientras que los del tercero, correspondiente al año 2005, fueron comercializados en los meses de abril y setiembre de 2006, respectivamente. (fs. 296/329 informe Gibelli)

       Mayor muestra de que debían cumplirse tres ciclos biológicos lo constituye el destete de los terneros realizado en junio de 2004, porque habían sido paridos  en  el mes de setiembre de 2003, por lo que el 

                                                 //////

////// estado de preñez debe instalarse en el de diciembre de 2002, en forma promedio; dando por ciertas las afirmaciones del recurrente De la Torre que encuentran sustento en el trabajo pericial de fs. 557/560 que realizara el perito ingeniero agrónomo Mendiburu.

       Con lo expuesto en este tramo de mi voto se reafirma lo establecido supra, respecto de que el contrato debía fenecer no al fin del tercer año calendario sino al final del tercer ciclo biológico que respecto del contrato de aparcería, se completa con la distribución de las crías, vale decir que debe de abarcar el tiempo completo de consecha. Ante las divergencias habidas entre las partes, dado que esta última tarea quedó en manos del interventor fiscalizador Gibelli, como también dije ese hito se fija el día 30 de setiembre de 2006 tiempo en que el nombrado comercializó los procreos correspondientes al último ciclo.
       c. Determinación del contratante incumpliente.


El contrato de aparcería supone la existencia de un vínculo  al  que  autorizada  doctrina le asigna ser un 

                                                 //////

////// contrato de colaboración de carácter asociativo que se concreta en “el ejercicio de la actividad económica necesaria para conseguir la finalidad común” (conf. Salvat, Tratado de Derecho Civil Argentino-Fuentes de las obligaciones-Contratos, t. II, TEA, 1957, actualizado por Acuña Anzorena, pág. 248, nº 1099; Brebbia-Malanos, Tratado teórico práctico de los contratos. 

       De esa relación contractual emergen obligaciones tanto para el dador cuanto para el aparcero, las que se encuentran enunciadas en el art. 23 de la ley 13.246.

       Es así como la obligación principal del concedente es entregar los animales en la cantidad, especie, estado, peso, sexo y clase convenidos y “mantener al aparcero en la posesión de los mismos y en caso de evicción sustituirlos”.

       No resulta dificultoso afirmar que De la Torre hubo de cumplir con sus cargas contractuales, entregó una cantidad de animales vacunos “cruza”, exactamente 252 vientres; tal como quedó dicho en tramos que anteceden nada cuestionó Trigo a su tiempo por lo que se infiere  que  aquellos extremos fueron cumplidos por 

                                                 ////// 

////// el dador. Más aún han sido los diferentes testimonios prestados en la causa, en especial los testigos Crubellier, Humarán, Dotti, que laboraron tanto para una como para la otra parte quienes han corroborado las características de la hacienda ingresada al fundo del aparcero como así la reposición de las madres al tiempo en que eran descartadas las viejas o secas, con lo que se cumple con el supuesto de evicción.

       Por su parte el aparcero se obliga a cuidar y a criar los animales, quedando a su cargo los gastos necesarios, salvo que se hubiere acordado lo contrario, situación que no se da en la causa.

       El aparcero si bien no debe responder por la pérdida de los animales que no le sean imputables, debe rendir cuentas de los despojos aprovechables (art. 35).

       La obligación de crianza de los animales, que corre por cuenta del aparcero, se debe realizar en una fracción de campo determinada, cuyo uso y goce aquel detente. En el casus la fracción de campo era de propiedad de la señora María Cristina Humarán de Trigo, cónyuge  del aparcero, sobre la que este tenía el uso y 

                                                 //////

////// goce conforme el mismo lo ha afirmado en distintos momentos procesales al igual que la propietaria al presentarse formalmente a fs. 588 y vta..

       Al vencimiento del contrato el aparcero deberá restituir al concedente los mismos animales que recibió, menos los que hubieren perecido por causas que no le sean imputables, cuando el objeto sea distribuirse las crías.

       Por último se debe destacar atento lo previsto en los arts. 36 y 38 de la ley 13.246; que salvo estipulación en contrario ninguna de las partes podrá disponer, sin consentimiento de la otra de los animales dados en aparcería ni de los frutos como así que en principio los gastos de cuidado y cría de los animales corren por cuenta del aparcero.

       Relevada y valorada la prueba producida en la causa, sin hesitación se advierte que De la Torre en su condición de aparcero dador hubo de cumplir con las obligaciones a su cargo, mientras que el aparcero Trigo incumplió prácticamente con todas las que sobre él pesaban.

                                                 //////

////// Principio por señalar el incumplimiento del art. 36 en cuanto ha quedado probado que el aparcero dispuso de los animales dados en aparcería sin consentimiento del dador, me refiero al retiro de los toros del rodeo en el mes de enero de 2004, tal como quedó acreditado por los dichos de los testigos Bona a (fs. 421 in fine y repregunta 13 de fs. 422 vta.) y Videla quien realizó la tarea (fs. 385/387) en razón de que afirmó trabajar para Trigo y Humarán de Trigo (pregunta 1) por lo que en cumplimiento de ordenes de estos (pregunta 25) retiró los toros en “diciembre 2003 o enero 2004”.

       Ha quedado probado por medio de las experticias que la mejor época para el servicio de los vientres se extiende desde octubre hasta fines de enero del año siguiente debiéndose alargar el servicio si se observan vientres en celo (puntos i y h de fs. 514); este pronunciamiento del veterinario Iseas cuyo dictamen como dijera me merece el más pleno valor probatorio no resultó impugnado por las partes razón por la que no encuentro mérito para apartarme, ante el saber del experto en el que esta Magistrada sólo posee el que le brindan las máximas de experiencia.

                                                 //////

////// Se evidencia por tanto el incumplimiento en la carga del aparcero por cuanto, conforme se lo reclamó su dador, debían permanecer los toros en el rodeo al menos hasta febrero 2004 para lograr un mejor servicio y como consecuencia mayor porcentaje de preñez (cartas documento de fs. 37 y 34); en esta última Trigo adujo que retiraba los toros porque el contrato había vencido, configurando la rescisión unilateral anticipada de aquel (ver respuesta pregunta 46 del testigo Crubellier propuesto por ambas partes).

       Más aún teniendo al denominado “fax del Dr. Iriarte” como principio de prueba por escrito, como ya lo hube de establecer, de la cláusula primera último párrafo surge que Trigo tendría a su cargo el cuidado y vigilancia de la hacienda y de la segunda que el servicio se daba del primero de noviembre a fines de febrero, además ver testimonio de fs. 397 tercera pregunta.

       Párrafo aparte amerita el tema relacionado con el cuidado y cría de los animales que como manda el art. 38 de la ley especial se encuentra sobre la espalda del aparcero.

                                                 //////

////// Que Trigo incumplió con esta obligación no requiere más referencia que los informes que en el expediente de Medidas Cautelares realizara el interventor Gibelli que se encuentran glosados a fs. 296/329 de estas actuaciones con la correspondiente reseña y las fotografías que lucen agregadas a las primeras (fs. 112/119 y 139/159) debidamente certificadas por el Notario De Otazúa. De estas piezas probatorias surge el deficitario estado de la hacienda por falta de agua, alimento, atención sanitaria, el de las instalaciones (alambrados internos y perimetrales, aguadas) y ausencia de recorredor periódico; sin dejar de considerar la conducta obstruccionista del demandado tanto por su intervención personal cuanto a través de su empleado Domingo Sperge que recibiera ordenes de no recorrer el campo ni efectuar reparaciones de ninguna naturaleza (alambrados, tanques, molinos, etc.).

       De la lectura de la causa de Medidas Cautelares nº 14.376/04, surgen dos apercibimientos a Trigo de no cambiar los candados de la tranquera de acceso a “La Negrita”, acciones que dificultaban las tareas del interventor fiscalizador y por supuesto connotaba en el 

                                                 //////

////// cuidado de la hacienda.

       Manifiesta Gibelli en diferentes tramos de su intervención que fue de la Torre quien aportó rollos de soja para alimento de los animales, dinero para la compra de vacunas o satisfacer servicio sanitario (fs. 579/583) y realizar reparaciones que eran vitales, tal el caso del molino para proveer de agua a la hacienda. 

       En prieta síntesis, si mi opinión es compartida por mis distinguidos colegas, tengo plena convicción que resulta el aparcero Trigo incumplidor de las obligaciones que se encontraban a su cargo a partir de finales del año 2003 por haber rescindido de modo unilateral el contrato de aparcería pecuaria que lo uniera a de la Torre; agravando su situación de incumpliente la conducta que evidenció ante el interventor fiscalizador Gibelli, la que ha quedado documentada en el expediente nº 14.376/04.

       5. Situación contractual de María Cristina Humarán de Trigo.

       Al expresar sus agravios de la Torre (punto II fs. 687 vta.) afirma que la señora Humarán de Trigo fue parte interesada  en la cuestión debatida, por tratarse 

                                                 //////

////// de un negocio ganancial y ser propietaria del campo “La Negrita” sito en el Cuartel VI –Gándara- de Chascomús. Rebate esta posición el demandado Trigo en su responde de agravios (fs. 724 pto. B.b.1., propone la exclusión de la causa de su cónyuge con pie en que la locación es un contrato personal, consensual y que además tiene la administración de los bienes gananciales de su esposa.

       El thema decidendum consiste en establecer si Humarán de Trigo fue o no parte integrante de la relación contractual entre Trigo y De la Torre. Adelanto que la respuesta ha de ser afirmativa por los fundamentos de hecho y de derecho que he de dar.

       Quedó acreditado a fs. 1/8 de los autos caratulados “TRIGO, Claudio c/ DE LA TORRE, Juan Manuel s/ MEDIDA CAUTELAR” –Expte. 16.648/2007) que la señora María Cristina Humarán de Trigo, siendo de estado civil casada con Claudio Trigo, adquirió la fracción de campo dominio inscripto en la Matrícula 5969 del partido de Chascomús (27) haciendo lo propio a fs. 9/16 con el dominio inscripto en la Matrícula 1549 (27 de aquel mismo  partido. Del escrito postulatorio de esas mismas 

                                                 //////

////// actuaciones (fs. 17/21) surge que las fracciones de campo individualizadas fueron las afectadas al contrato de aparcería pecuaria simple, pues en el incidente de marras se persiguió la entrega del predio y su desocupación de la hacienda dada en aparcería.

       La reforma de 1968 varió de modo sustancial el régimen de la administración de la sociedad conyugal, estableciendo la gestión separada, aunque restringiendo el poder de disposición de cada cónyuge respecto de actos de mayor importancia, para los que se requiere el asentimiento del otro esposo. 

       En este sendero en la actualidad rige el principio general de la gestión separada, cada cónyuge administra y dispone de los bienes propios y de los gananciales que adquiere con aportes de su trabajo personal o por cualquier otro título.(art. 1276 Cód. Civil)

       De allí que si los inmuebles fueron adquiridos por la señora Humarán de Trigo siendo de estado civil casada, se infiere que se trata de bienes gananciales (art. 1272 Cód. civil) resultando irrelevante el origen del aporte  para  la  adquisición,  que  se  encuentran 

                                                 //////

////// dentro de la masa de administración de la mujer.

       Tratándose la cuestión bajo revisión de una obligación que en apariencia luce como contraída por el cónyuge Trigo, de la que se podría excepcionar Humarán alegando deudas contraídas por aquel, no lo es pues ha existido entre los cónyuges el denominado mandato de administración entre cónyuges; pese al déficit que muestra el segundo párrafo del art. 1276, cuando refiere a los bienes de administración reservada pues esta quedó superada por la ley 11.357 como así también la existencia de mandato legal expreso o tácito. (ZANNONI, Derecho civil. Derecho de familia., 2da. ed., 1989, t.I, pág. 519, nº 427)

       Corresponde aplicar en su consecuencia las reglas del mandato, que puede ser expreso o tácito; por resultar el contrato de aparcería pecuaria simple un acto de administración se ha de ver a la luz del art. 1880 del Cód. Civil. En cuanto al mandato tácito, que es el que existió entre Humarán de Trigo y su cónyuge, para que este último celebrara el contrato verbal, se lo ha de juzgar de conformidad con el art. 1874, vale decir que su existencia resulta de actos del mandatario 

                                                 //////

////// aceptados por el mandante, aún mediando inacción o silencio al conocer que aquel está haciendo algo en su nombre.

       Siguiendo este hilo conductor tengo que la señora Humarán de Trigo no sólo convalidó los actos del cónyuge-mandatario relacionados con la aparcería y el modo en que intentó darle finiquito mediando inacción y silencio, sino que realizó actos tales como haber consentido que la factura de comercialización de terneros que correspondía por la primera distribución del contrato de fs. 267/268 fuera realizada a su nombre; por su parte el testigo Videla (fs. 385) manifestó trabajar “con Trigo y María Cristina”; el informe de SENASA de fs. 429/430 punto C. la menciona como declarante de la distribución de procreos de la aparcería con De la Torre y por último según constancias de fs. 213/215 aparece como razón social ante la Fundación Lucha Antiaftosa. Tampoco puede perderse de vista que al solicitar por vía incidental la entrega del inmueble se hubo de presentar adhiriendo a la pretensión de su cónyuge sin reserva alguna.

       Entiendo que estos actos sumados a la inacción y 

                                                 //////

////// al silencio de la señora Humarán de Trigo, tornan irrefutable su participación en el contrato agrario que me viene ocupando en su condición de aparcero mediante el mandato tácito conferido a su cónyuge Claudio Trigo.

       6. Daños reclamados por Juan Manuel de la Torre.

       Resulta consecuencia de lo hasta aquí argumentado, que el incumplimiento del contrato por parte del aparcero hace que su pretensión resarcitoria, receptada en la instancia de grado sea revocada en esta; por lo que corresponde en este acápite juzgar sobre la viabilidad del reclamo que por daños formulara el dador De la Torre, caso afirmativo bajo que rótulo ha de prosperar y su cuantía.

       La responsabilidad que se debe atribuir es de índole contractual, por la simple razón que lo propio en ella es que el daño, cuya reparación se demanda, nace por causa del incumplimiento de un contrato existente entre el perjudicado y aquel de quien se reclama la indemnización, es indispensable que el daño provenga de la inejecución de una obligación creada por el  contrato. Lo que la ley exige es que entre el hecho 

                                                 //////

////// imputable y la prestación debida, medie una relación de causalidad, es decir que la culpa del deudor resulte del incumplimiento de una obligación realmente contenida en el contrato. (ACUÑA ANZORENA, Arturo, Estudios sobre la responsabilidad civil, Platense, 1963, p. 153)

       Agrega el Prof. Augusto M. Morello en su obra, Indemnización del daño contractual, que el incumplimiento por parte del deudor haya sido voluntario y consciente o al menos con falta de previsión o de diligencia.

       En materia de responsabilidad contractual la culpa del deudor se presume por el mero incumplimiento de la obligación a su cargo. Al acreedor le basta demostrar el incumplimiento para que se presuma la culpa de la contraparte, debiendo ésta desvirtuar tal presunción mediante prueba en contrario. (args. Arts. 511, 512, 513, 514 y concds. del Cód. Civil; CNCiv. Sala A, ED 34-481; ídem sala D, ED 54-476 y 51-779; entre otros)

       Los parámetros trazados para la atribución del daño de naturaleza contractual, se encuentran cumplidos 

                                                 //////

////// en la causa de modo claro y amplio; ello así pues Trigo incumplió con el contrato consciente y deliberadamente, muestra de ello es que en el expediente nº 14.398 fundó la pretensión de desalojo en la “ rescisión o 
conclusión o extinción del contrato”
 (fs. 70) por vencimiento del término contractual, hecho que como quedó establecido no se había producido a ese tiempo, sino que la pretensión resultó prematura. Además se hubo de probar y así también lo he receptado en el punto 4.c. al fijar los diversos y múltiples incumplimientos que cristalizó el accionado en su calidad de aparcero.

       Conforme lo expuesto no se advierte que el demandado aportara prueba conducente para demostrar los extremos fácticos invocados para eximirse de responsabilidad, esto es que el contrato se hubiera celebrado por sólo un año. (arg. art. 375 CPCC)

       En definitiva, no tengo duda alguna que De la Torre se encuentra habilitado para pretender la reparación de daños causados por la conducta de su partenaire contractual.

a. Daño Moral.

                                          //////

////// Reclama el actor se le indemnice el daño moral por entender que la conducta del demandado se encuadra en el art. 1072 del Cód. Civil, pues la intención ha sido la de producir el daño por el daño mismo (fs. 26). Tarifa su pretensión en el importe igual al que resulte del faltante de terneros por falta de servicios de toros, los estima en un promedio 190 kilos al destete y al precio que se fije en el mercado de libre oferta y demanda, al efectivo pago, salvo mejor criterio del juzgador.

       Ante una pretensión sustentada en un contrato, en la especie contrato agrario de aparcería pecuaria, la pretensión de indemnización por daño moral ha de resultar juzgada a la luz del art. 522 del Código Civil.

       Deviene procedente la indemnización por daño moral que regla el art. 522 Cód. Civil al tiempo en que existe el incumplimiento de una obligación pre-existente, entendiéndose por tal cualquier hipótesis de responsabilidad por infracción a un deber pendiente con relación al lesionado. La fijación de este daño queda remitido  a  la prudencia y discreción del magistrado y 

                                                 //////

////// el derecho a la reparación nace con la sentencia que reconoce la existencia de aquella premisa.

      El incumplimiento tiene que haber sido causado por el deudor, la conducta dolosa de éste resulta la causa eficiente al daño. Por ello la índole del hecho y sus circunstancias son los datos fundamentales que en todo sistema represivo permiten elaborar una sanción justa, para ello se ha de apreciar la gravedad de la falta.

       Así para la procedencia del daño moral de génesis contractual se requiere la clara demostración de la existencia de la lesión en los sentimientos, de afecciones o de intranquilidad anímica, que no pueden ni deben confundirse con las inquietudes propias del negocio en que interviene. (conf. SCBA, Ac. 69113 S 21-11-2001, Juez Hitters (SD))

       No cabe duda que el retiro de los toros del plantel de madres antes del mes de febrero de 2004, conllevó una retracción de la preñez (menor al 50%) que se vio reflejada cumplido el período de parición (primavera de 2004); tengo tal afirmación por probada con el informe del interventor Gibelli en el expediente 

                                                 //////

////// de Medidas Cautelares (fs. 239/249) producido en el mes de diciembre de ese año del que resulta la existencia de 238 vacas y 128 terneros.

       Esa expectativa que como contratante tuvo el nombrado y la acción de retirar los toros de modo prematuro e inconsulto por parte de Trigo conlleva la certera posibilidad de haberle producido al reclamante un daño que se ha de calificar como moral. Las dificultades para acceder a los animales y procurarles agua, alimento y atención sanitaria originan un estrés relevante que supera el propio de una relación contractual que se encuentra sujeta a los vaivenes habituales, que no exceden los usos y costumbres de ese negocio en particular. Queda demostrada esa situación de incertidumbre y perturbación del espíritu en los múltiples reclamos fehacientes que realizó el actor y el inicio de la causa nº 14.376/04 a todas luces dirigida a proteger sus bienes –animales vacunos dados en aparcería-; se suma a ello la intención de solucionar el conflicto mediando negociación que resultó infructuosa como lo demuestra el fracaso de la convocatoria  a  mediación  extrajudicial  por parte de 

                                                 //////

////// Trigo (fs. 18/19 expte. cit.).

       La procedencia del reclamo se encuentra supeditada a la producción de prueba, pues no adviene in re ipsa, requiere al menos de la existencia de prueba indiciaria suficiente para alimentar el razonamiento jurídico del juzgador; extremo cumplido en este proceso por lo que tengo plena convicción que el daño moral pretendido por la actora ha de su acogido. De conformidad con el criterio prudencial del juzgador y la facultad de discrecionalidad que me confiere el art. 165 del CPCC tarifo este rubro indemnizatorio a la fecha  de  este voto, en la suma de PESOS TREINTA MIL ($ 30.000,00).
       b. Lucro cesante.

       Pretende el accionante se le indemnice en calidad de lucro cesante, en orden a las utilidades, beneficios y ganancias, de los que se viera privado. Señala que su actividad, capitalización de hacienda, se quedaba con la totalidad de las hembras, o las que le correspondían en la liquidación, de las que destinaba en un 25 a 30% para reponer madres por su recambio natural y el resto lo guardaba para capitalización.

                                                 //////

////// De modo concreto el reclamo se formula por el valor estimado en vacas nuevas de primera parición con sus crías al pie, cuyo total deberá determinarse conforme progresión geométrica, salvo mejor criterio del sentenciante. (fs. 27 vta.)

       Partiendo de la base de que la demandada incumplió con el contrato, no sólo al pretender su finiquito de modo prematuro y unilateral, sino también respecto de las cargas que la ley 13.246 impone al aparcero en cuanto a disponer de los animales de modo inconsulto –levantamiento de toros- y la desatención de los animales, en cuanto a su alimentación, estado sanitario y afines, la reparación atiende al perjuicio resultante de no haber obrado diligentemente para lograr que el producido del contrato de aparcería fuera el mayor perseguido, extremo que en casos como el que se trae a mi conocimiento se evidencia en el más alto porcentaje de preñez y consecuente parición. Así, es posible que de la frustración del contrato motivada por la conducta del deudor se siga un daño, pero para que proceda una indemnización no es bastante con la violación del  contrato,  o  sea con el incumplimiento. 

                                                 //////

////// También debe existir un daño cierto, aún cuando su monto se determine posteriormente o quede librado a la apreciación judicial, quedando al margen por no ser resarcibles los perjuicios hipotéticos o meramente aleatorios. Hablamos de daño cierto en cuanto a su existencia, vale decir, que realmente se haya consumado.

       Mas es necesario encontrar la medida y límites de la responsabilidad por incumplimiento. El criterio de la causalidad adecuada permite dar respuesta a tal problemática. El daño indemnizable es el que se halla en conexión causal adecuada con el acto del responsable y ha sido determinado o producido por ese acto. En este sentido, se dice que el daño debe ser consecuencia necesaria del incumplimiento culposo o doloso del deudor convencional, no porque deba resultar fatalmente sino porque reconoce como causa probable a uno u otro, o sea que verosímilmente ha sido determinado por éstos. El daño, en suma, no se ha producido espontáneamente sino por el hecho del responsable, sobre la base de una cierta probabilidad (cfr. Morello, “Indemnización del daño  contractual”, t. I, p. 179 y sigtes.; t. II, pág. 

                                                 //////

////// 9 y sigtes. y sus citas).

       El lucro cesante reposa en la idea de que el acreedor queda privado de una ganancia justamente esperada del cumplimiento de la obligación, circunstancia esta última que debe ser apreciable, susceptible de consideración, contando con cierta entidad. Cabe preguntarse, en el supuesto de autos, si no obtener una cierta cantidad de terneros hembras por parte de la actora durante el período de duración del contrato, es una consecuencia inmediata y necesaria de la falta de cumplimiento del demandado, en los términos de los arts. 520 y 901 del Código Civil.

       “Siguiendo a Compagnucci De Caso, (“Incumplimiento contractual culposo. Extensión del resarcimiento”, “La Ley”, 1994‑D‑343 y sigtes.), la consecuencia inmediata está definida por el art. 901 del Código Civil y es aquello que acostumbra suceder conforme al curso natural y ordinario de las cosas, aplicándose para su entendimiento la tesis ya referida de la causalidad adecuada. La nota del codificador al art. 520, citando a Marcadé, explica: “La deuda de daños  e  intereses  es  el resultado de una convención 

                                                 //////

////// accesoria tácitamente estipulada entre el deudor y el acreedor. Esta intención probable de las partes no ha podido comprender sino el perjuicio que podría preverse o que fuere consecuencia inmediata de la inejecución de la obligación, según el curso ordinario de las cosas”. De su lado, la necesariedad no tiene que ver con una concepción fatalista que comprenda sólo los hechos que infaliblemente acaecerán. Como explica el autor que se viene referenciando, con cita de Orgaz y Llambías, la consecuencia necesaria no es libre ni espontánea, sino que se encuentra vinculada a otro acontecimiento, que es precisamente el incumplimiento. La consecuencia es necesaria cuando el hecho que la origina no es por sí indiferente en la producción de ese resultado, no es algo contingente que puede ser o no ser, sino que acontecido el incumplimiento del deudor se habrá de seguir verosímilmente aquella consecuencia.” (SCBA, Ac. 72.593 S 21-11-2001; voto JUEZ DE LAZZARI.

       Entiendo que tales puntales extremos han quedado probados en la causa toda vez que de la lectura de los veintidós  informes  que  presentara   el   interventor 

                                                 //////

////// fiscalizador en el proceso de Medidas Cautelares se hubo de acreditar que el deficitario estado de la hacienda tuvo por causa eficiente la desatención que provino de la conducta culposa del accionado Trigo y de aquellos que para él laboraban, señor Domingo Sperge, que siguiendo las instrucciones de su patrón no suministró a la hacienda el suficiente alimento ni el agua necesaria. A ello se suma, como también quedó acreditado, que los toros fueron retirados del rodeo entre los meses de diciembre de 2003 y enero de 2004, cuando debían permanecer hasta febrero de 2004; de allí deviene un simple razonamiento que ya he formulado, a menor preñez menor parición y consecuente e indefectiblemente menor cantidad de terneros para distribuir entre los contratantes.

       Conforme lo indica el perito ingeniero agrónomo en cuanto a periodicidad de preñez, parición y destete adunado a que el contrato debió celebrarse por tres años con más la termporalidad necesaria para que los procreos se encontraran en condiciones de ser comercializados con aproximadamente 190 kgs., como ya dije se cumplieron tres ciclos biológicos completos; el 

                                                 //////

////// primero con destete aproximadamente en el mes de junio de los años 2004, 2005 y 2006, respectivamente. 

       Tal como lo ilustran los informes del interventor fiscalizador el porcentaje de preñez es calificado como de muy malo encontrándose cerca del 50 % -véase fs. 326 vta.-, cuando debía serlo entre un 85 a 90% (fs. 515 perito Iseas).

       Ahora bien la pretensión por lucro cesante tal como la formula el actor, ha de ser circunscripta a los ciclos que concluían en los años 2005 y 2006, en razón de que los animales que se comercializaron a mediados y finales del año 2004 correspondían a la parición de primavera de 2003; tiempo en que las partes no tenían diferencias contractuales.

       De allí entonces que si los nacimientos del año 2004 fueron menores a los esperados por las razones antes indicadas (ver informe 13º de fs. 305 y vta. expte. 14.376, pto. 1) en aproximadamente 100 crías, el lucro cesante del actor estará determinado por la cantidad de aquellos que vio malogrados. Si bien el reclamante centra su interés en las hembras que utiliza como  “recría”  entiendo  que   la   pretensión  ha  de 

                                                 //////

////// prosperar respecto de aquellos frutos que se vieron frustrados sin tener relevancia si eran machos o hembras, a ello se debe agregar que para que una vaquilloncita de menos de dos años –recría- se encuentre apta para el servicio debe contar al menos con 18 a 20 meses de edad, conforme los usos y costumbres productivos ganaderos, temporalidad que en modo alguno podrían haber alcanzado las hembras destetadas de conformidad con los períodos que se cumplieron durante los ciclos indicados.

       Conforme los presupuestos dado, con fundamento en las máximas de experiencia que me ilustran sobre el tema y el prudente arbitrio judicial estimo equitativo fijar el lucro cesante que tuvo el actor a la fecha de este  pronunciamiento en la suma de PESOS SESENTA MIL ($ 60.000,00). 
       c. Intereses.

       Los montos por los que prospera la pretensión indemnizatoria han de devengar desde la fecha en que debía concluir el contrato (30-06-2006) y hasta la fecha en que adquiera firmeza este decisorio una tasa de interés igual a la que paga el Banco de la Provincia 

                                                 //////

////// de Buenos Aires por los depósitos a treinta días. A partir de que hubiere adquirido firmeza y hasta su efectivo pago la tasa aplicable será la activa que informe aquella institución bancaria en las operaciones de cartera general de igual plazo. (este Tribunal, Causa 86.976, RSD 4-12-08)



       7. Costas.

       Las costas del proceso, en referencia a las dos causas que ocasionan el dictado de la sentencia única en revisión, han de ser impuestas a los demandados Trigo y Humarán de Trigo en su calidad de vencidos de conformidad con el principio objetivo de la derrota. (art. 68 CPCC; CSJN, 17-10-94, LL, 1995-D-926 nº 1631)

       VOTO POR LA NEGATIVA.

-------LOS SEÑORES JUECES DOCTORES CANALE Y HANKOVITS ADHIRIERON AL VOTO PRECEDENTE POR SUS FUNDAMENTOS-----

-------A LA SEGUNDA CUESTION LA DOCTORA DABADIE DIJO:--
       Corresponde, en virtud de los argumentos dados, citas legales, doctrinales y jurisprudenciales  (arts. 168, 171 Const. Prov.; 31 Const. Nacional; 163 inc. 3, 260, 261, 375, 384, 394, 395, 441, 456, 474 CPCC; 1, 4, 21 a 28, 35, 36, 38, 40, 41 ley 13.246 mod. ley 22.298; 

                                                 //////

////// 1, 511, 512, 513, 514, 520, 522, 901, 902, 1192, 1276, 1874, 1880 Cód. Civil), revocar la sentencia definitiva de fecha 29 de setiembre de 2008 en lo que ha sido objeto del recurso de apelación interpuesto. Hacer lugar a la demanda que por daños y perjuicios promoviera JUAN MANUEL DE LA TORRE en contra de CLAUDIO TRIGO y de MARIA CRISTINA HUMARAN de TRIGO; condenándolos al pago de la suma de PESOS NOVENTA MIL ($ 90.000,00) en concepto de daño moral y lucro cesante, con más las tasas de interés que se establecen en Considerando 6.; en el plazo de diez (10) días de consentido este decisorio. Las costas en ambas instancias le serán impuestas al demandado en razón del principio objetivo de la derrota. (arts. 266, 267 y 68  CPCC). Postergándose la regulación de los honorarios profesionales hasta la oportunidad en que se haya practicado la de los trabajos cumplidos en la instancia de origen. (art. 31 decreto ley 8904/77)

       Hágase saber a los Dres. Juan Manuel DE LA TORRE y Carlos Alberto ZALDUA, que en próximas presentaciones deberán dar estricto cumplimiento con los arts. 5, 6 y 7 de la Acordada 2514/1991. (Conf. Causa nº 84927 de 

este Tribunal)

       ASI LO VOTO.
-------LOS SEÑORES JUECES DOCTORES CANALE Y HANKOVITS ADHIRIERON AL VOTO PRECEDENTE POR SUS FUNDAMENTOS-------------CON LO QUE TERMINO EL PRESENTE ACUERDO, FIRMANDO LOS SEÑORES JUECES DE ESTA EXCMA.CAMARA DE APELACION--
                MARIA R. DABADIE 

SILVANA REGINA CANALE      FRANCISCO AGUSTIN HANKOVITS 

                   GASTON DOZO

               Abogado-Secretario

Dolores,               de junio de 2009.-

       Por los fundamentos expuestos en el Acuerdo que antecede, los que se tienen aquí por reproducidos, se revoca la sentencia definitiva de fecha 29 de setiembre de 2008 en lo que ha sido objeto del recurso de apelación interpuesto. Y se hace lugar a la demanda que por daños y perjuicios promoviera JUAN MANUEL DE LA TORRE en contra de CLAUDIO TRIGO y de MARIA CRISTINA  HUMARAN  de  TRIGO; condenándolos al pago de la suma de 

                                                 //////

////// PESOS NOVENTA MIL ($ 90.000,00) en concepto de daño moral y lucro cesante, con más las tasas de interés que se establecen en Considerando 6.; en el plazo de diez (10) días de consentido este decisorio. Las costas en ambas instancias le serán impuestas al demandado en razón del principio objetivo de la derrota. (arts. 266, 267 y 68  CPCC). Postergándose la regulación de los honorarios profesionales hasta la oportunidad en que se haya practicado la de los trabajos cumplidos en la instancia de origen. (art. 31 decreto ley 8904/77)

       Hágase saber a los Dres. Juan Manuel DE LA TORRE y Carlos Alberto ZALDUA, que en próximas presentaciones deberán dar estricto cumplimiento con los arts. 5, 6 y 7 de la Acordada 2514/1991. (Conf. Causa nº 84927 de este Tribunal).
       Notifíquese y devuélvase.-

                   MARIA R. DABADIE 

                                          Siguen//////

////// las firmas.

SILVANA REGINA CANALE      FRANCISCO AGUSTIN HANKOVITS 

                   GASTON DOZO

               Abogado-Secretario
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